Corte Suprema

1300610368-k

222-13

13 enero 14
Se rechaza recurso de nulidad interpuesto por la Defensoría Penal Pública, la cual reclamaba de actuaciones autónomas ilegales de la policía y de violación al derecho a la intimidad y protección de la vida privada
Carabineros detuvo a una persona sindicada como autor de robo con intimidación a víctimas en buses del Transantiago, a los cuales les sustrajo entre otras especies,  sus teléfonos móviles. Al momento de detenerlo gracias a un llamado a CENCO, los funcionarios revisaron las agendas y contactos de los móviles, con lo cual logran ubicar  a parientes y/o amigos de las víctimas y luego a éstas.

De este fallo cabe destacar:

1. En el considerando 5º se reitera lo ya consignado en otras sentencias en orden a que nuestro ordenamiento  regula las funciones de la policía en relación a la investigación de hechos punibles y le entrega un cierto nivel de autonomía para desarrollar actuaciones que tiendan al éxito de la investigación, conciliando su eficacia con el respeto a los derechos de las personas, para cuyo efecto el artículo 83 la compele a practicar la detención sólo en casos de flagrancia, situación que puede generarse con ocasión de un control de identidad. 
2. En el considerando 6º se analiza la concurrencia de los requisitos para el control de identidad, descartando los reclamos de la defensa.  Se indica que  En el caso en estudio, la policía actuó en virtud de indicios válidos y suficientes que la habilitaban para llevar a cabo un control de identidad, consistentes en un llamado radial a la central CENCO que alertaba de la existencia de un delito de robo al interior de un bus del Transantiago y la constatación de que las vestimentas del sujeto denunciado eran coincidentes con las del individuo controlado. La misma norma antes señalada les habilitó para proceder a su registro, sin necesidad de contar con nuevos antecedentes, produciéndose el hallazgo de las especies reclamadas, coincidentes plenamente con las denunciadas como sustraídas, lo que habilitaba a la detención del imputado en virtud de la situación de flagrancia que contempla el artículo 130 letra d) del Código Procesal Penal, como asienta el fallo, pues en un tiempo inmediato a la perpetración de un delito, fue encontrado con objetos provenientes de aquél, lo que unido a la denuncia recibida, la ubicación del sujeto en el lugar que indicaba el aviso radial, la similitud de las vestimentas en relación a los datos aportados por la denuncia y las especies encontradas en su poder, son elementos que habilitan a la policía para proceder autónomamente y detener al imputado. 
3. En cuanto al reclamo por la intromisión en los teléfonos móviles, que la defensa presentó como infracciones a la privacidad de las comunicaciones privadas,  en el considerando 7º  se hace referencia a que los jueces del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal estimaron  que efectivamente se trató de diligencias de investigación que exceden los términos del artículo 83 del Código Procesal Penal; sin embargo, las alegaciones formuladas en torno a ellas carecen de trascendencia. El fallo adscribe a la teoría del descubrimiento inevitable, fundado en que la prueba puede valorarse siempre que se acredite que ella se habría obtenido de todos modos por medios lícitos. Para ello la sentencia razona acerca del curso de los acontecimientos, pues hubo un breve lapso entre el primer delito y el momento del control de identidad -que se realizó sólo una hora después- lo que impidió a las víctimas realizar las denuncias, pues en el momento inmediato a los hechos no contaban con los medios necesarios para dar a conocer los sucesos que les afectaron. 
Sin embargo, del mismo fallo se desprende que al momento que el imputado fue detenido, se requirió la asistencia del fiscal del Ministerio Público, compareciendo a las dependencias de la unidad policial en que aquel se hallaba, de modo que el contacto con las víctimas era inminente y, con ello, las diligencias de reconocimiento de la persona detenida y las especies encontradas en su poder.

4.   Respecto del reclamo de infracción a la protección de la vida privada y a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, se señala en el considerando 8º que ella  se refiere a la información contenida en especies que pertenecen a terceros, “…por lo que es evidente que tales anomalías atañen únicamente a los propietarios de tales bienes, quienes no han formulado reclamo alguno, por lo que  este tribunal no logra visualizar su concreta y determinante repercusión en la persona del enjuiciado. Entonces, el aparente atentado al respeto y protección de la vida privada y a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, supuestamente cometido con ocasión del registro de los celulares pertenecientes a las víctimas, amén de no haberse reclamado por quienes podrían ser afectados, se vincula a una actuación que bien pudo requerirse al tribunal de garantía competente, de haber sido necesario, por lo que el supuesto vicio denunciado ninguna trascendencia ha podido tener en el resultado del juicio.”

Santiago, a trece de enero de dos mil catorce.

            VISTOS: 

            En estos antecedentes rol único 1300610368-k e interno del tribunal 222-2013, se dictó sentencia por el Tercer Tribunal del Juicio Oral en lo Penal de Santiago el veintisiete de noviembre de dos mil trece, por la que se condenó  a Rodrigo Alberto Jaque Labrin a diez años y un día de presidio mayor en su grado medio y a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos e inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, como autor de tres delitos de robo con intimidación, en grado de consumado, cometidos el 20 de junio de 2013 en las comunas de La Reina y Las Condes, liberándolo del pago de las costas de la causa.

            En contra de esa decisión el defensor penal público, señor Yerko Pizarro Astudillo, en representación del imputado, dedujo recurso de nulidad fundado en la letra a) del artículo 373 del Código Procesal Penal y, en subsidio, en el motivo absoluto del artículo 374 letra e) del mismo cuerpo legal, arbitrio que se conoció en audiencia pública el veinticuatro de diciembre último, con la concurrencia y alegatos del defensor señor Fernando Mardones, por el condenado, y el abogado señor Pablo Campos, por el Ministerio Público. Luego de la vista del recurso se citó a la lectura del fallo para el día de hoy, según consta del acta que rola a fojas 75.

CONSIDERANDO:
PRIMERO: Que en el aludido libelo se señala, en afirmación de la causal principal invocada y de los preceptos constitucionales y tratados internacionales que se estiman vulnerados, -artículos 19 N° 3 inciso sexto y Nros. 4° y 5° de la Constitución Política de la República, en relación a los artículos 1° del Código Procesal Penal, 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 14.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos-, que en el curso del procedimiento llevado a cabo el día de la detención del imputado, los funcionarios policiales infringieron el artículo 83 del Código Procesal Penal, pues excedieron las facultades autónomas que el legislador les ha conferido, procediendo al registro de los teléfonos celulares que portaba a pesar de que sostuvo que eran de su propiedad, se revisó su contenido para constatar si en ellos existían fotografías del imputado que pudieran corroborar sus dichos, se hicieron llamadas a los contactos registrados en los móviles lo que permitió  ubicar a las tres víctimas, que luego reconocieron al imputado, una vez que se encontraba en calidad de detenido, todo lo cual se realizó sin autorización del fiscal ni del tribunal de garantía.

            Como consecuencia de esas diligencias, se sostiene, el procedimiento policial se encuentra viciado en su origen, ya que hasta el momento del control de identidad, producto de la alerta respecto de los hechos por un llamado radial,  sólo existían indicios de la comisión de un delito a través de una denuncia anónima, no registrada, que daba cuenta de la presencia en un paradero de micros de un sujeto con características físicas y vestimentas similares a las del autor de un robo, pero no había otras circunstancias fácticas claras y fehacientes para una detención en flagrancia. Sin embargo, el tribunal justificó la hipótesis del artículo 130 letra d) del Código Procesal Penal, conclusión a la que sólo se podía arribar después del registro de los celulares que el imputado portaba. 

            Añade que se transgredieron las garantías de los numerales 4° y 5° del artículo 19 de la Constitución Política de la República como consecuencia del registro de las comunicaciones a pesar de que el único antecedente sobre la propiedad de los teléfonos móviles era la versión del imputado de que le pertenecían, a lo que los policías hacen caso omiso, por lo que la corroboración sobre el origen de las especies sólo se logró por medio de una diligencia que no se ajustó a derecho, toda vez que el control de identidad sólo faculta para realizar un registro superficial de vestimentas y equipajes, pero no al contenido de un teléfono móvil, diligencia que requería de la correspondiente orden de detención y posterior autorización por parte del juez de garantía.

Las transgresiones denunciadas y la ilicitud de las diligencias las reconoce el fallo, pero, enseguida, siguiendo la teoría del descubrimiento inevitable, asienta que la prueba así obtenida puede valorarse, afirmación de la que el recurso discrepa, dado el artículo 276 del Código Procesal Penal, que califica a esa prueba como ineficaz para fundar un fallo condenatorio, de modo que la tesis que postula la sentencia  no pudo ser aceptada bajo ninguna circunstancia.

Finaliza solicitando que se anulen el juicio y la sentencia y que se remitan los antecedentes al tribunal no inhabilitado que corresponda para que disponga la realización de un nuevo juicio oral donde se excluya de su conocimiento -única forma de reparar el perjuicio-, la declaración de los testigos de cargo Pedro Parra Fuentes y Leonel Cofre Chaura, así como todas aquellas pruebas que emanen directamente de las diligencias ilegalmente realizadas por dichos funcionarios, particularmente los testigos víctimas Fabrizio Bataglia Escobar, Cristian Ravanal Rojas y Christian Tagni Acevedo, además de un set de 4 fotografías de las especies incautadas y otras 3 fotos de la rueda de reconocimiento en que participó el imputado.

SEGUNDO: Que, de manera subsidiaria, el recurso se funda en el motivo absoluto de nulidad contemplado en el artículo 374 letra e) del Código Procesal Penal, en relación a los artículos 342 letra c) y 297 del mismo ordenamiento procesal penal, pues en concepto del compareciente, la sentencia omitió valorar la prueba rendida y pronunciarse sobre las alegaciones subsidiarias de la defensa, consistentes en la recalificación de los hechos al delito de robo por sorpresa en la variante de “confusión” y, en subsidio, para el evento de estimarse los hechos como constitutivos de robo con intimidación, que no fueran sancionados como reiterados sino como un solo delito, teniendo en cuenta la unidad jurídica de acción dada por la existencia de tres robos realizados temporal y espacialmente en forma próxima, con idéntico modo de actuar. Plantea que respecto de esas alegaciones el tribunal incumplió su obligación de fundar el fallo haciéndose cargo de todas las peticiones formuladas por los intervinientes en el debate, lo que trajo también como consecuencia la omisión de hacerse cargo de la prueba del fiscal para descartar las hipótesis planteadas por la defensa.

            Con esos argumentos solicita que se anule el juicio y el fallo determinándose el estado en que debe quedar el procedimiento, ordenando la remisión de los antecedentes al tribunal no inhabilitado que corresponda para que se lleve a cabo un nuevo juicio oral.

TERCERO: Que en el otrosí del escrito de nulidad el recurrente ofreció prueba de audio consistente en secciones del registro de la audiencia del juicio oral, sin embargo, en la oportunidad procesal correspondiente, la defensa prescindió de ella. 

CUARTO: Que como se desprende del recurso, las afectaciones en que la defensa fundamentó la causal principal se originarían con motivo de la recolección de evidencia que se tacha de ilícita, inmersa, según su parecer, en un procedimiento de control de identidad, y su posterior  incorporación y valoración en el juicio oral. En particular se cuestiona la realización de diligencias investigativas policiales autónomas en las que no se observaron las normas legales que las regulan y de cuya intervención arranca, de modo trascendental, la imputación delictiva contra el condenado como autor de los delitos de robo con intimidación que el fallo da por probados.

            QUINTO: Que como ya ha sostenido esta Corte en recientes pronunciamientos -SCS Rol N° 4653-13, de 16 de septiembre de 2013, y SCS Rol N° 11767-13, de 30 de diciembre de 2013- si bien es efectivo que la Constitución Política de la República entrega al Ministerio Público la función de dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, regla que repite su Ley Orgánica Constitucional, y múltiples instrucciones de parte de la autoridad superior de aquél, el Código Procesal Penal regula las funciones de la policía en relación a la investigación de hechos punibles y le entrega un cierto nivel de autonomía para desarrollar actuaciones que tiendan al éxito de la investigación, conciliando su eficacia con el respeto a los derechos de las personas, para cuyo efecto el artículo 83 la compele a practicar la detención sólo en casos de flagrancia, situación que puede generarse con ocasión de un control de identidad.
            SEXTO: Que la sentencia consignó a propósito de la situación que regula el artículo 85 del Código Procesal Penal, que los funcionarios policiales, sin orden previa, pueden solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados en que estimaren que existen indicios que hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, pudiendo llevarse a cabo en ese contexto el registro de la persona cuya identidad se controla. En el caso en estudio, la policía actuó en virtud de indicios válidos y suficientes que la habilitaban para llevar a cabo un control de identidad, consistentes en un llamado radial a la central CENCO que alertaba de la existencia de un delito de robo al interior de un bus del Transantiago y la constatación de que las vestimentas del sujeto denunciado eran coincidentes con las del individuo controlado. La misma norma antes señalada les habilitó para proceder a su registro, sin necesidad de contar con nuevos antecedentes, produciéndose el hallazgo de las especies reclamadas, coincidentes plenamente con las denunciadas como sustraídas, lo que habilitaba a la detención del imputado en virtud de la situación de flagrancia que contempla el artículo 130 letra d) del Código Procesal Penal, como asienta el fallo, pues en un tiempo inmediato a la perpetración de un delito, fue encontrado con objetos provenientes de aquél, lo que unido a la denuncia recibida, la ubicación del sujeto en el lugar que indicaba el aviso radial, la similitud de las vestimentas en relación a los datos aportados por la denuncia y las especies encontradas en su poder, son elementos que habilitan a la policía para proceder autónomamente y detener al imputado.
            SÉPTIMO: Que en cuanto a las imputaciones vertidas en el recurso acerca de las gestiones policiales realizadas en los teléfonos móviles, la sentencia razona que efectivamente se trató de diligencias de investigación que exceden los términos del artículo 83 del Código Procesal Penal; sin embargo, las alegaciones formuladas en torno a ellas carecen de trascendencia. El fallo adscribe a la teoría del descubrimiento inevitable, fundado en que la prueba puede valorarse siempre que se acredite que ella se habría obtenido de todos modos por medios lícitos. Para ello la sentencia razona acerca del curso de los acontecimientos, pues hubo un breve lapso entre el primer delito y el momento del control de identidad -que se realizó sólo una hora después- lo que impidió a las víctimas realizar las denuncias, pues en el momento inmediato a los hechos no contaban con los medios necesarios para dar a conocer los sucesos que les afectaron.

            Sin embargo, del mismo fallo se desprende que al momento que el imputado fue detenido, se requirió la asistencia del fiscal del Ministerio Público, compareciendo a las dependencias de la unidad policial en que aquel se hallaba, de modo que el contacto con las víctimas era inminente y, con ello, las diligencias de reconocimiento de la persona detenida y las especies encontradas en su poder.
            OCTAVO: Que adicionalmente los reclamos descansan en infracciones que la defensa observa respecto del registro de la información contenida en especies que pertenecen a terceros, por lo que es evidente que tales anomalías atañen únicamente a los propietarios de tales bienes, quienes no han formulado reclamo alguno, por lo que  este tribunal no logra visualizar su concreta y determinante repercusión en la persona del enjuiciado. Entonces, el aparente atentado al respeto y protección de la vida privada y a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, supuestamente cometido con ocasión del registro de los celulares pertenecientes a las víctimas, amén de no haberse reclamado por quienes podrían ser afectados, se vincula a una actuación que bien pudo requerirse al tribunal de garantía competente, de haber sido necesario, por lo que el supuesto vicio denunciado ninguna trascendencia ha podido tener en el resultado del juicio.
            NOVENO: Que en lo que concierne al motivo de nulidad esgrimido en forma subsidiaria, consistente en la falta de fundamentación de la sentencia, se alega, por una parte, que el fallo no se hace cargo de la petición de la defensa de recalificar los hechos a robo por sorpresa. Sobre ese aspecto es manifiesto, como se lee de los fundamentos Décimo, Décimo Quinto y Vigésimo, que esa alegación ha sido abordada en el fallo y desestimada, al calificar los hechos probados como constitutivos de tres delitos de robo con intimidación, consignándose que, en cada caso, el imputado constriñó la voluntad de las víctimas, las amenazó, señalando que portaba un arma corto punzante  para agredirlas si no se desprendían de sus pertenencias y si no guardaban silencio luego de la sustracción, manifestándose de ese modo la intimidación a que alude el artículo 439 del Código Penal, seria, grave, concreta y verosímil, provocando en los ofendidos la representación de un mal objetivo, posible de realizarse e inminente, ejecutada para obtener la entrega de las especies y, luego, favorecer la impunidad.

            UNDÉCIMO: Que el siguiente argumento del motivo subsidiario de nulidad reprocha al fallo la falta de fundamentación acerca de la petición de sancionar los delitos como si se tratase de un solo hecho, continuado, descartándose así  la reiteración y el consiguiente aumento de pena.

            Sobre este aspecto, al margen de que los hechos acreditados revelan la comisión de ilícitos reiterados, como se lee del fundamento Vigésimo Quinto del fallo, el supuesto vicio carece de trascendencia, principio que recoge el artículo 375 del Código Procesal Penal, pues siendo el enjuiciado responsable de tres delitos de robo con intimidación, sancionados con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a máximo, al no existir circunstancias modificatorias de responsabilidad que considerar, luego de la compensación de la atenuante que le reconoce el fallo y la agravante que le perjudica, aún de considerar los hechos como un solo delito, la sanción aplicada siempre pudo determinarse en diez años y un día de presidio mayor en su grado medio, como resolvió el fallo, pues el tribunal, en esas condiciones, se encontraba facultado para recorrer la pena en toda su extensión. 

DÉCIMO: Que en tales condiciones, el arbitrio de nulidad será desestimado, por todos sus capítulos. 

Por estas consideraciones y de acuerdo también a lo establecido en los artículos 342, 372, 373, letra a), 374 letra e), 376, 384 y 386 del Código Procesal Penal, SE RECHAZA el recurso de nulidad interpuesto por el defensor penal público, señor Yerko Pizarro Astudillo, en representación del imputado Rodrigo Alberto Jaque Labrin, en contra de la sentencia definitiva dictada por el Tercer Tribunal Oral en lo Penal de Santiago, el veintisiete de noviembre de dos mil trece, en la causa rit 222-2013, declarándose que ella no es nula, como tampoco lo es el juicio oral que le sirvió de antecedente.

Regístrese y devuélvase con su agregado.

Redacción a cargo del Abogado Integrante Sr. Lagos. 

Rol Nº 15.342-13.

Pronunciado por la Segunda Sala integrada por los Ministros Sres. Milton Juica A., Hugo Dolmestch U., Lamberto Cisternas R., Juan Escobar Z. y el abogado integrante Sr. Jorge Lagos G. 
Autorizada por la Ministro de Fe de esta Corte Suprema.

En Santiago, a trece de enero de dos mil catorce, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.

